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ASUNTO

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Jho¡¡y Michael Díaz
Bustama¡te contra la resolución de fojas 83, de 1¿cha 7 de marzo de 2018, expedida por

la Segunda Sala Cilil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque que declaró
improcedente la demanda de autos.

FUNDAMENTOS

En la sentencia emitida en el Expedienle 00987-201,I-PA/TC, pubiicada en el diorio
olicial El Peruuno el 29 de agosto de 2014, este Tribunal estableció, en el

l'undamenlo 49. coll carácter de precedente, clue se expcdirá sentencia interlocutoria
denegatorja, djctada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguientes

puestos, que igualmenle eslán contenidos e¡1 el artículo 11 del Reglamento
ormalivo del Tribuüal Conslitucional

dc fundanrentación la supuesta vulner¿ción que se invoque.
n de Derecho contenida en el recurso no sea de especial
ia constitucional.

cuestió

La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmenle iguales.

En el presente caso. con fecha 28 de setiembre de 2017, el demandante solicita que
se deje sin ei'ecto el despido arbitra¡io del que ha sido víctima y qL¡e. en

consccuencia, sc ordcnc a la Emprcsa Agroindustrial Tumán SAA que lo
reincorpore en el cargo de palanero de la Unidad 1l del Campo de Cultivo de la
Gerencia de Campo. Reliere que laboró para la entidad demandada desde el 13 de

noviemb¡e de 2015 hasta el 30 de junio de 2017 mediante contrato verbal y que
prestó sus seNicios de forma personal, subordinada y remunerada. Por otro lado.
manifiesta quc suscribió cont¡atos de trabajo sujetos a modalidad y que no se le
entregó copia de los nrismos; que los citados contratos modalcs se han
desnaturalizado; y q¡.¡e en base al principio de primacÍa de la realidad en los hechos
ha existido una ¡elación laboral a plazo indeterminado. por 1o que su despido sin
cxprcsión de causa vulnera sus dcrcchos a la igualdad y no disc minación, al
trabajo y al debido proceso. Al respecto, corresponde a cstc'lribunal cvaluar si lo

SENTtrNCIA INTERLOCUTOIIIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Htfllililililfll llt
EXP. N." 01927-2018,PA/TC
LAMBAYEQUE
JHONNY MICHAEL DIAZ BUSTAMANTE

ndido en Ia demanda será dilucldado en una vía dil¡renle a la coüstitucional.

3. En ese sentido, en la Sentcncia 023 83-2013-PA,/TC, publicada en cl diario oficial
El Penúno el 22 de julio de 2015, este Tribunal estableció en el fundamento 15

con carácter de precedente, que una via ordinaria será "igualme¡te satisláctoria'
como la vía del proceso constitucional de amparo si en un caso concrcto sc

demuestra, de ma¡era copulativa, el cumplimiento de los siguientes elementos:
i) que la estructura del proceso es idónea para la tutela del derecho; ii) que Ia
resolución que se fuera a emiti¡ pueda brindar tutela adecuada; iii) que no existe

esgo de que se produzca irreparabilidad; y iv) que no existe necesidad de una
tutela urgente derivada dc la relevancia del derecho o de la gravedad de las
consecuenciils

En este caso, desde una perspectiva objetiva, lenemos que el proceso laboral
abreviado de la Nueva Ley Procesal del Trabajo, Ley 29497, cuenta con una
estructura idóÍea para acoger la pretensión del demandante y darle tutela adecuada.
[s decir, el proceso laboral se constituye en una vía célere y eficaz respccto dcl

de acuerdo a lo dispuesto en el a ículo 5.2 del Código Procesal Constitt¡cional

puede resolverse el caso de derecho fundamental propuesto por el
te. de conibrmidad coÍ el lundamento 27 de la Sentencia 02383-2013-

Por otro iado, atendiendo a una perspecliva subjetiva, en el caso de autos no se ha

acreditado un esgo de iteparabilidad del derecho en caso se hansite por la vil
o¡dinaria. De igual manera, tampoco se veri{ica la necesidad de tutela urgelte
de¡ivada de la relevaDcia del derecho en cuestión o de la gravedad del daño que
podría ocuüir.

6. Por lo expuesto, en el caso concreto existe una vía igualmente satisfactoria que es el
proceso laboral abieviado. Asi, habiéndose veriticado que la cuestión de De¡echo
invocada contradice un precedente del Tribunal Constitucional, el recurso dc
agravio debe ser desestimado.

7. De otro lado. si bien la sentencia emitida en el Expediente 023 83-2013-PA/TC
establece ¡eglas procesales e¡1 sus 1ündamentos 18 a 20, es necesario precrsar quc
dichas reglas son aplicables solo a los casos que se encontraban en trámite cuando
la precitada sentencia fue publicada en el dia¡io oñcial El Peruano (22 de julio de
2015), no ocuüiendo dicho supuesto en el presente caso, dado que la demanda se

interpuso el 28 de setiembre de 2017.
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8. En consecuencia, y de Io expuesto en los fundamentos 2 a 7 supra, se veriñca que

el preseDtc recurso de agravio ha incunido en la causal de ¡echazo prevista en el

acápite o) del lundamellto 49 de la se¡tencia cmitida en el Expediente 00987-201,1-
PA/TC y cn cl inciso c) del arlículo ll del Reglamento Normativo del l'ribunal
Conslitucional. Por esta ¡azón, conesponde declarar, sin más triímite, improcedente
el recurso de agrar io constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que lc
conliere la Co¡stitució¡ Política del Perú, el fundamcnto de voto del magistrado Sardón
de Taboada, y la participación del magistrado Espinosa-Saldaña Barera, convocado
para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del magistrado Ferrero Cosla.

RESUEI,VE

Publiquesc y norifíquese

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SAI,DAÑA t}A

q.

La

Dcclarar IMPITOCEDEN'I'E el lecurso de agravio constitucional.

SS,

(
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDóN DE TABOAD,T

Si bien estoy dc acuerdo con el fallo de la sentencia i¡terlocutoria expedida en autos,

discrcpo dc su fundamentación.

tsn el acápite b) del fundamcnto 49 de l¿ sentencia emitida en el Expcdicnte 00987-
2014-PA/TC 

-prcccdente 
Vásquez Romero este Tribunal Constitucional señaló que

dcbc rechazarse el recurso de agravio constjtucional cuando la cugstión de Derecho qüe

contiene no sea de especial trasccndcncia constifucional.

En este caso, la partc demandante solicita su reposición en el puesto dc trabajo. por
considerar que fue despedida arbitra amente. Sin embargo, como he señalado
repetidamente en mis votos cmitidos como magistrado de este T bunal Constitucio¡al,
considero quc nucstra Constitución no establece u¡ régimen de estabilidad laboral
absolu¡a.

debc s0r c¡tcndido coña ]a posibíl¡dad de acLeder libreneite al mercddo ldbotdl o a
d¿sotto at ld oc¡iúdad ecoúmi,:a qte una quíera, dentro de los limi¡es que ld ley
cstdblece par tuzotes de arden públíco. Solo esta inlerprelació¡ es consisle¡le co¡ ]as

libcr¿dcs dc conrralación y traba.jo consagLadas en el articulo 2', incisos l4 y 15; la liberlad
Llc cnrp¡c* eshblccida e¡ cl arliculo 59'; y, la visión dinámica del proceso económico
contcnida en cl arliculo 6l'de la Cons¡ilución

A tni crite¡io, cuando Ia Constitución utilizó el adiefi'r'o arbitrario, englobó tanto al

despido nalo corno al injuslil¡corlo dc los quc hablaba el Decreto Legislativo ''128, Ley
de Fomento del Empleo, de 12 cle novrembre de 1991.

llsto cs así porque, segú¡ el Diccionario de la Lengua Española, ¿¡rb¡trcrio es

S{e1o a Ia libre volunlad o al capricho antes que a ]a ley o a la razón.

Indcbidamcntc, la Lcy 26513 promulgada cuando ya se encontraba vigente la actual
Constitución pretendró equipamr el despido quc la Constitución de¡1omirló arhitrur¡o
solo a lo que la vc¡sión origi¡aldel Decreto Legislativo 728 llamó injustiJicada.

A mi entender, el dcrccho al traba.jo consagrado por el articulo 22 de la Constituciún no
incluyc la rcposición. Como señalé en el voto singular que emiti en el Expediente
05057-2{) l3 -PA/TC, Precedente Huatuco Huatuco, el derecho 1l trabajo

Asi, cuando el articulo 27 de la Constitución de 1993 establece que "la ley otorga al

tr¿bajador protección adccüada contra el despido arbitrario", se refiere solo a oblener
una jndcm¡ización detc¡minada por la lcy.
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Semejante operación no¡mativa implicaba añ¡mar quc el despjdo r¿rlo no puede ser
dcscrito como "sujeto a l¿ libre voluntad o al capricho antes que a la ley o a la razón", 1o

que es evidentemente i¡aceptable.

Más allá dc su dcficicntc lógica, la l"cy 26513 tuvo como consecuencia resucitd la
reposición como medida de protección frcnte a un tipo de dcspido, enhegándoles a los
jüeces poder para lbrzar la continuidad de una relación de trabajo.

I-ar¡cDtablcmcntc, estc crror fue ampliado por el T bünal Constitucional mediante los
cesos Sindicato Tclcfónica (2002) y Llanos Huasco (2003), en los que dispuso que
correspondia la reposición incluso frcntc al dcspido arbitrario.

Al tiempo que extrajo la reposición de la existencia del amparo laboral, Llanos Huasco
prctendió que sc distinguicra cntrc el despido nulo, el inc¿usado y el fraudulcnto. Asi,
si no convencía. al menos confundiria.

A mi criterio, la proscripción constitucional de la reposición incluye, ciertamente, a los
trabajadores del Estado sujotos al Decreto Legislativo 276 o a cualquicr otro régimen
labomipúblico.

La Constitución dc 1993 cvitó cuidadosaúente utilizar el té¡mino "estabilidad laboral".
con el que tanto su predecesora do 1979 como el Decreto Legislativo 2'76, de 24 de
marzo dc 1984, se iel'erian a la reposición.

¿oq

s

I
)

SARDON I)E 'TABOADA

ccltslt¡uctouL

tssta nueva clasificación quc se manticnc cn el Tcxto Único Or<lenado del Decreto
Legislativo 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral, aprobado mediante
Decreto Supremo 003-97-TR-es inconstitucional.

Ill derecho a la reposición del régimen dc la carera administrativa no sobreviv,o, pues,
a la promulgación de la Constitución el 29 dc diciembre de 1993. No caobia las cosas
que hayan transcurrido casi veinticinco años sin quc algunos se percaten de cllo.

Por tanto, considero que el recurso de agravio constitucional debc rechazarse porque no
eslá reiacionado con cl conlcnido constitucionalmentc protcgido del derecho invocado.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Co¡ la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayo¡ respeto por la ponencia

de mi colegd magistrado, emito el presente voto singular, para exp¡esar respetuosamenle
que disiento dei precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-P{TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongo:

EL TRTBUNAL CoNSIITUCIoNAL coNro coRTE DE REVISIóN o FALLo Y No DE

CASACIÓN

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantias
Constitucionales era un órgano de control de la Co¡stitución, que tenía jurisdicción
en todo el territorio nacional paaa conocer, en víd de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, 1o que implicó que dicho Tribtnal no

constituia una instancia habilitada para fallar en forma definitiva sobre 1a causa. Es

decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a ios
derechos reconocidos en la Conslitución.

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías

Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que

dicho órgano, a1 encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha

aplicado en io¡ma er¡ada o ha incu¡rido en graves vicios p¡ocesales en la
tramitación y resoiución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la deJiciencia, devolverá los actuados a la Cote Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue sedamente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a sabet, hdbeds corpus, ariparo, habe.ts L¡atat

y acción de cumpliÍniento. En scgundo lugar, se crea al Tribtmal Constitucional
como órga¡o de control de la constilucionalidad, aun cuando la Constitución lo
califica erróneamente como "ó¡gano de controi de la Constitución". No obstante, en
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l. La Constitución de 1979 creó el lribunal de GaraDtías Constitucionales como
instancia de casacióD y la Constitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucionai
en instancia de lálio. La Constitución de1 79, por primem vez en nuestra histo a

constitucional, dispuso la creación de un órgano ad hoc, tndepeodienfe del Poder
Judiciál, con la ta¡ea de garantiza¡ la supremacía constitucional y la vigencia plena

de 10s derechos fundamentales.
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materia de procesos constitücionales de la libeÍad, 1a Constitución establece que el
-l ribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que Ia Constitución Politica del Perú, en su artículo 202, inciso 2,

p¡esc¡ibe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úllilfitt y
aleJin¡tba ¡nstancia las resoluciones denegatorias díctadds en los procesos de

habeas corpus, amparo, habeas dala y acción de cumplimienlo". Esta disposición
constitucional, desde una posición de lianca tutela de los derechos fundamentales,
exige clue el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundameütal. Una lectura diversa
contravendría mandatos eselciales de ia Constitución, como son el principio de

defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supreno de la
sociedad y del Estado (afículo 1), y "la obserranc¡a del debido proceso y tutela
jurisdiccio al. Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción
predetermínqda por la ley, ni sometida a procedimíento díslínto de los pleriamente
estdblecídos, ni juzg.tdct por órganos ¡urisdiccionales de excepción ni p,'r
comisiones es?eciales creadds al efecto cualquiera sea su denomíndciófi",
consagrada en el artículo 139, inciso 3.

6. Como se advie¡tc, a dilerencia de lo que acontece en otros paises, en los cuales el
acceso a ia última instancia constitL¡cional tiene lugar po¡ Ia via dd. cerliorar¡
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Pcrú el Poder Constiluyente optó po¡
un órgano supremo de intelpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos dc la libcrtad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección dc su derecho en sede del Poder Judicial. En ot.as palabras, si Io que

está en discusión es la supuesta amenaza o lesió¡ de un derecho fundamentai, se

debe abrir la vía correspondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero lá apelura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante coiaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
an¡lr.i' dc lo que.e pretende. J< lu quc se in\ocJ.

7. I-o constjtucional es escuchar a la pate como concretización de su de¡echo
i¡renunciable a la del'ensa; además, un Tribunal Constitucional co¡lstituye el más
clictivo medio de defensa de los derechos l'undamentales frente a los poderes
públicos y privados, 1() cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitra¡iedad.
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EL DER[cHo A sER oiDo coMo ]!raN¡FEsrACró)i D[ LA DENIoCRATIZACIóN DE Los
PRocESos CoNSTITUCIoN^LEs DIi LA LlBtiRlAI)

8. [,a administmción de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su creación, es respetr¡osa, como coresponde, del derecho de

Nn
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser

oído con todas ias debidas garantías al intc¡io¡ de cualquier proceso en el cual se

dcrcrminen su. derecho5. intereses ) obligacione..

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a 1a emisión de una resolución constitucional
sin realiz¿use audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

el¿ctiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que

debc regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la inte¡vención de las partes, coresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administr¿tr justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con est¡icto respeto de los de¡echos inherentes a todo ser humano, lo que

incluye el derecho a ser oído con las debidas garantías.

I l. Cabe añadfu que la pañicipación directa de las parles, en defensa de sus intereses,
que se concede cn la audicncia de vista, también conslituye un elemento que

democratiza el proceso. De lo contrario, se decidi¡ía sob¡e la esfera de interés de

una persoDa sin pennitirle alegar lo colTespondiente a su favor, Io que resulta¡ía
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el debe¡
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser uo tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo sullciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.
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12. En ese sentido. ia Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defénsa "obliga dl Eslado a tratal al ifid¡r¡duo en todo momento como
un wrdadero sujeto del proceso, en el mós amplio sentido de este concep[o, y no
simplemente como objeto del mismo"t,y que "para qtrc ex¡sta debido proceso legal
es preciso que n j s¡¡c¡dble pueda hacer v,tler s s derechos y defender sus

¡ntereses en forma efectiva y en condíciones de igualdad procesdl cofi olros
ju:ticiables'¿.

I Corte IDH. Caso Bareto l,eiva vs- Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pánafo 29.

' Co¡te IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 dejunio de 2002, párrafo 146.

W\
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13. El modelo de "instancia de fállo" plasmado en la Constitución no puede ser

desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda

vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución

14. Cuando se aplica a un proceso constilucional de la libedad la denominada
"sentcncia inlerlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia juridica, ya que el Tribunal Constittlcional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho mcnos "recalificar" el¡ecurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los afiículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucioral, el

Tribunal Constitucio¡ral no 'ooncede" e1 recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al TribL¡nal lo que le corresponde es conoce¡ del

RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho recurso, sino por el contra o de "conocer" lo que la parte alega

como un agravio que le causa indef'ensión.

17. Por lo demás, ¿z¡¡rtatt¡s mutdndís, el precedente vinculante contenido en Ia Sentencia
00987-201,1-PA/1C repite lo señalado por el Tribunal Constitucionai en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Se¡tencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una realirmación de la nat¡.üaleza
procesal de los proccsos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa.

vias pa¡alelas, lilispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
oierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libe¡tad sean de

una naturaleza p¡ocesal distinta a Ia de los procesos ordinarios no constituye un

motivo para que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agrario
constitucionai.

r,ü1

NATURALEZA PROCESAL DEL RECURSO DE AGRAVIO CONSTITUCIONAL

16. Por olro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su

aplicación iórmulas imprecisas y amplias ouyo co¡tenido, en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, )ustihcado y concretado en supuestos especificos, a saber,

identifica¡ en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no deñnirlo, ni justificarlo,
co¡viefe el empleo de la precitada sentcncia en arbitrario, toda vez que se podría

afectar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser

oido con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones sr,rbjerivas y
carentes de prcdictibilidad, aléctando notablemente a los justiciables, quienes

tc¡drían que adivinar qué resolverá el Tdbunal Constitucional antes de presentar su

respectiva deüanda.
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19. Portanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa la
úhima posibilidad para proteger y reparar los derechos fuodamentales de los
ag¡aviados, voto a lávor de alue en el presente caso se convoque a aüdiencia pa¡a la
vista, lo que garantiza que el 'lribunal Constitucional, en tanto instancia última y

definitiva, sea la adecuad¿ pdra poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenla que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo 1e queda el camino de Ia jurisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como añnnó Raúl Ferrero Rcbagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda gamntía coNtitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defende¡ su derecho
está dcfendiendo el de los demás y el de la comulidad que resulta oprimida o

envilecida sin la protección judicial auténtica".

I'ERIlBt¡O COS'|'A
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